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 Diputado federal por el PRD. Integrante de la Comisión de Energía de la Cámara de 
Diputados.

La exclusividad nacional en materia energética

José Antonio Almazán González

Pendiente aún la definición, en la Cámara de Senadores, del debate 
amplio, incluyente, democrático y plural que los partidos que integran 
el Frente Amplio Progresista han demandado públicamente y prácti-
camente cancelado el albazo legislativo, con el que se pretendió im-
poner en el periodo ordinario de sesiones, que concluye el 30 de abril 
de 2008, las cinco iniciativas privatizadoras de Felipe Calderón, como 
resultado de las manifestaciones populares organizadas por el Movi-
miento en Defensa del Petróleo encabezado por el presidente legítimo 
Andrés Manuel López Obrador, y la patriótica toma de tribunas en el 
Senado y en la Cámara de Diputados, el debate nacional se ha inicia-
do con la realización de decenas de foros de análisis, de declaraciones 
y posicionamientos públicos que múltiples personalidades y sujetos 
sociales han expresado en rechazo a la pretensión oficial de privatizar 
el petróleo y Pemex. 

Por ello resulta de importancia fundamental reflexionar si el mar-
co constitucional vigente permite que leyes secundarias vulneren la 
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primacía del concepto de exclusividad de la nación en materia petro-
lera y eléctrica que establece el párrafo sexto del artículo 27 de la 
Constitución. 

 Por lo mismo, aunque a los neoliberales les desagrade, es inevi-
table volver los ojos a la génesis del artículo 27 constitucional en 
materia del petróleo para reconocer que la Constitución puede ser 
reformada, siempre y cuando no se trastoquen sus principios básicos. 
Por ende, cualquier reforma en leyes secundarias que atente contra 
la parte dogmática de la Constitución –como la que pretende Calde-
rón–, es de origen inconstitucional. 

El tema de la exclusividad nacional en materia energética constitu-
ye un aspecto fundamental en la larga lucha del pueblo de México para 
defender y desarrollar su soberanía en el marco del Proyecto de Nación 
establecido en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
el 5 de febrero de 1917. Sin embargo, paradójicamente, el concepto de 
exclusividad nacional no fue establecido en el texto original del artícu-
lo 27 constitucional, aun cuando implícitamente está contenido en las 
ideas originales y la discusión que en torno a los conceptos constitu-
cionales de propiedad originaria de la nación sobre las tierras y aguas 
de su territorio nacional; el dominio directo de todos sus recursos na-
turales y el carácter inalienable e imprescriptible de este dominio de la 
nación desarrolló el Congreso Constituyente de 1917.

Las razones de la inclusión de estos conceptos constitucionales 
se pueden leer en el Diario de los Debates de la época que básicamen-
te tienen que ver con la apropiación por parte de la nación de los 
derechos que tenía la Corona española. Ese derecho monárquico 
natural y divino confería al rey derechos absolutos sobre las tierras 
y aguas del territorio de sus colonias, que por decisión propia podía 
conceder a particulares para su uso y explotación. Así, desde la guerra 
de Independencia, pasando por la Reforma, hasta llegar a la Revolución 
mexicana, la lucha emancipadora por un México soberano e indepen-
diente se centra fundamentalmente en asignarle al pueblo y a la nación 
los derechos que sobre el territorio tenía la Corona española. 

Por su importancia actual, cito textualmente parte de la exposición 
de motivos que acompañó a la propuesta de iniciativa del artículo 27 
presentada en el Congreso Constituyente en la sesión del 25 de enero 
de 1917, que se encuentra en el magnífico libro de Pastor Rouaix 
Génesis de los artículos 27 y 123 de la Constitución Política de 1917:
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Creemos haber conseguido lo que nos hemos propuesto. La proposición 
concreta a que acabamos de referirnos, anuda nuestra legislación futu-
ra con la colonial en el punto en que esta última fue interrumpida, para 
implantar otra, no precisamente mala, sino incompleta. Al decir que la 
proposición que hacemos anuda nuestra legislación futura con la colonial, 
no pretendemos hacer un regresión, sino al contrario. Por virtud preci-
samente de existir en dicha legislación colonial el derecho de propiedad 
absoluta en el rey, bien podemos decir que ese derecho ha pasado con 
el mismo carácter a la nación. En tal concepto, la nación viene a tener el 
derecho pleno sobre las tierras y aguas de su territorio, y sólo reconoce 
u otorga a los particulares, el dominio directo, en las mismas condiciones 
en que se tuvo, por los mismos particulares durante la época colonial, 
y en las mismas condiciones en que la República después lo ha recono-
cido u otorgado. El derecho de propiedad así concebido, es considera-
blemente adelantado, y permite a la nación retener bajo su dominio, todo 
cuanto sea necesario para el desarrollo social, como las minas, el petró-
leo, etc., no concediendo sobre esos bienes a los particulares, más que 
los aprovechamientos que autoricen las leyes respectivas.

No alcanzaba todavía el petróleo el papel fundamental que en la 
economía de México tenían otros sectores como el de la minería. Por 
tal razón el dominio directo de la nación sobre sus recursos naturales 
recogió básicamente la experiencia que en materia de minería habían 
alcanzado las concesiones otorgadas, recuperándolas al dominio 
directo de la nación bajo la forma de impuestos. 

La expropiación y nacionalización  
del petróleo

Habrían de pasar 21 años y junto con ellos el desarrollo de la industria 
petrolera en manos del capital privado internacional y los sucesivos 
conflictos de todo tipo derivados de su arrogancia y despotismo, de 
la explotación irracional de este recurso ya estratégico para esos años 
y del carácter injerencista en los asuntos internos de México, para 
que en el marco de las ideas originales del artículo 27 constitucional, 
el presidente Lázaro Cárdenas del Río decretara la expropiación de 
las empresas privadas petroleras el 18 de marzo de 1938, y un año y 
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nueve meses después elevara a rango constitucional la nacionalización 
del petróleo, eliminando el régimen de concesiones.

Como se sabe, nueve meses después de la expropiación petrole-
ra, el 22 de diciembre de 1938, el presidente de la república, general 
Lázaro Cárdenas, envió a la Cámara de Diputados una iniciativa de 
reforma al artículo 27, con el propósito de elevar a rango constitucio-
nal la exclusividad de la nación en materia petrolera, eliminando el 
régimen de concesiones. Lo que poco se conoce, son los Conside-
randos que fundamentaron dicha reforma constitucional, omitidos 
en el Diario de los Debates en razón de las condiciones político mili-
tares de la época, que por su importancia actual reproducimos ínte-
gramente:

En ejercicio de la facultad que concede al Ejecutivo Federal la fracción I 
del Artículo 71 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, por conducto de ustedes someto a la consideración de esa H. 
Cámara la presente iniciativa de Ley Constitucional que tiende a adicio-
nar el párrafo sexto del Artículo 27 de la Carta Fundamental del país, 
para establecer que tratándose del petróleo y de los carburos de hidró-
geno sólidos, líquidos o gaseosos, no se expedirán concesiones; sino que 
la explotación de esos productos se llevará a cabo por la Nación en la 
forma que lo determine el estatuto reglamentario que con posterioridad 
se dicte.

El proyecto es una consecuencia lógica tanto del desarrollo que la 
interpretación del Artículo 27 Constitucional ha tenido desde la época 
de su expedición, cuanto de las disposiciones dictadas a partir del 18 de 
marzo de este año, en que se llevó a cabo la expropiación de los bienes 
de las compañías que tenían bajo su control la mayor parte de la pro-
ducción petrolera en la República.

En efecto, no obstante que en la iniciativa de 25 de enero de 1917 
presentada al Congreso Constituyente y que dio la base para el texto 
aprobado, se dijo que mediante las reformas que se proponían y que 
fundamentalmente buscaban anudar la nueva legislación con las viejas 
tradiciones coloniales podría la Nación retener bajo su dominio todo 
cuanto fuese necesario para el desarrollo social, haciéndose particular 
referencia al petróleo, y a pesar de que en el texto mismo, que surgió del 
Congreso, se hablaba sólo de que la Nación podría otorgar concesiones 
a los particulares, con lo que claramente se autorizaba a la Federación 
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para no conferirlas o aun para realizar explotaciones directas, la inter-
pretación dominante en los primeros años de vigencia del Artículo 27 
fue en el sentido de que la propiedad nacional sobre el petróleo era 
simplemente el medio jurídico ideado para permitir una mejor distribu-
ción de esa substancia entre los particulares.

Los Decretos del Presidente Carranza en 1918 estaban apoyados 
también en la idea de que salvo los impuestos, rentas y regalías que 
deberían de cubrirse a la Federación en las diversas situaciones previs-
tas por ellos, era obligatorio el otorgamiento de las concesiones. Así se 
explica que el procedimiento que fijaban para la manifestación y el de-
nuncio de los predios considerara nada más la posibilidad de controver-
sias entre varios particulares interesados que se disputaban la titulación 
y no previeran el caso de una negativa del Estado para concesionar.

Por esto la jurisprudencia posterior de la Suprema Corte de Justicia 
que reconoció el carácter discrecional del otorgamiento de las concesio-
nes dada la fórmula que emplea el Artículo 27, no tuvo eficacia ni tras-
cendencia alguna en beneficio de los intereses nacionales; supuesto que 
la discrecionalidad que consagraba la Ley Constitucional era después 
anulada en la legislación secundaria, inspirada, como queda dicho, en el 
criterio interpretativo que negaba que la nacionalización del petróleo 
tuvieses otro propósito que el de entregar al Estado la regulación de la 
distribución.

La Ley del Petróleo de 1925 conservó todavía el principio de la obli-
gatoriedad para la Administración Pública del otorgamiento de las con-
cesiones ordinarias. En cuanto a la extensión de los derechos que esos 
títulos conferían consagró un sistema notoriamente diverso del que, 
según opiniones autorizadas, pretendieron fijar los constituyentes: en 
tanto que éstos pensaban en títulos precarios y revocables, la legislación 
del petróleo siguió muy de cerca la tradición de las leyes mineras. En 
esto influyó sin duda la peculiar situación tanto interna como interna-
cional que existía cuando se dictó esa legislación y que seguramente no 
pudo ser desconocida por sus autores ni dejarse de tomar en cuenta.

De tal manera llegó a lograr fuerza la asimilación de los títulos pe-
troleros a los de propiedad minera (salvo, naturalmente, en lo relativo a 
la obligación de efectuar trabajos regulares, que las últimas leyes de 
Minería anteriores a 1917, ya no consignaban, pero que sí se encontraba 
en la vieja legislación derivada de la Colonia) que inclusive llegó a ela-
borarse una respetable doctrina que sostenía que el dominio directo a 
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que alude el Artículo 27 no era diverso del dominio radical que el Rey se 
reservaba en las ordenanzas de 1783. Todavía en 1933 se contendió ex-
presamente ante la Suprema Corte de Justicia la constitucionalidad del 
sistema de reservas federales que, limitado primitivamente a las zonas 
que particularmente señalara el Ejecutivo, fijó el Artículo 16 de la Ley 
del Petróleo, y que posteriormente, en Decreto de mayo de 1933, se hizo 
extensivo, además de a zonas especialmente señaladas, a todos aquellos 
predios objeto de alguna solicitud de concesión cuando recuperasen el 
carácter de libres.

Ni siquiera instituciones jurídicas como la del rescate, experimen-
tadas y admitidas por la generalidad de los países, fue incorporada al 
estatuto reglamentario del Artículo 27 en la materia de petróleo. De 
acuerdo con la doctrina aceptada, las concesiones para el uso exclusivo 
de bienes del dominio público, pueden darse por terminadas por razo-
nes de interés general.

Prácticamente y salvo en las zonas en que la propiedad superficial 
correspondía por algún título a la Federación, ésta no guardaba más 
vinculación de intereses patrimoniales con la industria del petróleo que a 
través de los impuestos; la cual era notoriamente insuficiente, ya que 
para recaudar impuestos no se requiere el dominio directo; basta con 
el mero ejercicio de la jurisdicción que el Estado tiene a este respecto 
sobre todas las personas y los bienes.

Fue a través de la explotación directa de las reservas como la Nación, 
por conducto de las distintas entidades que ha creado en épocas suce-
sivas, logró iniciar un aprovechamiento verdadero de la riqueza del 
petróleo y no, como sin duda hubiese sido legalmente posible, también 
en las zonas que, a pesar de no estar reservadas, contenían un petróleo 
que era del dominio directo de la Nación y que no había sido puesto en 
duda por la falta de derechos creados antes del 1º de mayo de 1917.

La situación apuntada, antes de la expropiación acordada el 18 de 
marzo último, hubiera sin duda podido corregirse mediante una simple 
modificación de la Ley del Petróleo que alterara el régimen de las con-
cesiones ordinarias fijado en 1925. Después de la expropiación el proble-
ma notoriamente es distinto. Una vez que la Nación ha tomado a su 
cargo directamente el control de las explotaciones en forma tal que no 
sólo podrá atender las necesidades del país, sino en su mayor parte, las 
de nuestro comercio exterior del petróleo, no se ve el motivo para per-
mitir que continúen formándose y vigorizándose intereses privados que 
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es de presumirse que llegarán a ser, si no antagónicos, a lo menos dis-
tintos de los intereses generales, cuya tutela procurará el Gobierno con 
todo empeño y energía.

La experiencia de todos conocida, relacionada con esta misma ma-
teria del petróleo, obliga al gobierno a obrar en lo sucesivo con gran 
cautela, máxime cuando según se reconoce ya, a través de las concesio-
nes sobre los recursos naturales se crean con mayor facilidad vínculos 
cuya terminación constituye después un problema para el país que 
otorgó dichas concesiones, pues entonces inclusive sus buenas relacio-
nes con otros pueblos se ponen en peligro.

A esto obedece el propósito del Ejecutivo de que termine el régimen 
de las concesiones. En rigor, y dado el carácter discrecional que para la 
entrega de la explotación a los particulares ha consagrado hasta hoy el 
texto expreso del Artículo 27, carácter discrecional que la Suprema 
Corte en reiteradas ocasiones ha reconocido así, jurídicamente habría 
podido en ley secundaria fijarse el nuevo principio.

Sin embargo, no se ha decidido el Gobierno por este camino en 
virtud de que él admite que, según testimonios autorizados, los autores 
del Artículo 27 no quisieron que el dominio directo del petróleo se ejer-
citase excluyendo a los particulares. Y aunque es bien sabido que los 
textos de la Constitución como los de cualesquiera otras leyes son sus-
ceptibles de interpretaciones renovadas de acuerdo con las exigencias 
que sus autores no pudieron tener en cuenta en la época en que actuaron, 
piensa el Ejecutivo que una medida de la importancia de la que se pro-
yecta no debe quedar sujeta a las controversias que los interesados muy 
probablemente provocarían apoyándose en aquellos testimonios. Esto 
independientemente de que incorporando al texto constitucional el 
principio de la explotación directa del petróleo que a la Nación corres-
ponde, se le da una mayor fijeza y autoridad.

El 26 de diciembre de 1938 la Iniciativa de reforma al párrafo 
sexto del artículo 27 constitucional se aprueba en la Cámara de Dipu-
tados, al día siguiente es aprobada en la Cámara de Senadores, y pasa 
a los congresos locales para su aprobación; el 27 de diciembre de 
1939 el Ejecutivo Federal expide el decreto que reforma el artículo 27 
y el 9 noviembre de 1940 se publica en el Diario Oficial con el siguien-
te texto: “Tratándose del petróleo y de los carburos de hidrógeno 
sólidos, líquidos o gaseosos, no se expedirán concesiones y la ley 
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reglamentaria respectiva determinará la forma en que la Nación lle-
vará a cabo las explotaciones de esos productos”.

Ley Reglamentaria del Artículo 27 Constitucional en Materia 
de Petróleo de diciembre de 1939

Como parte del debate nacional en torno a la pretensión de abrir 
Pemex a la inversión del capital privado, algunos privatizadores, 
huérfanos de pensamiento propio, han comentado públicamente que 
¡hasta el general Cárdenas estuvo de acuerdo con la participación del 
capital privado en la industria del petróleo en México!, apoyándose 
en el contenido de la Ley Reglamentaria del Artículo 27 Constitucio-
nal en Materia de Petróleo de 1939. Conviene pues analizar el con-
tenido de dicha ley reglamentaria para valorar el alcance de tan 
temerarias declaraciones. Cito textualmente parte de la exposición 
de motivos y del articulado de la misma: 

…la exclusión de los particulares del régimen de concesiones que el 
artículo 27 fija para la explotación de los recursos naturales del dominio 
público, no implica que la Nación abandone la posibilidad de admitir la 
colaboración de la iniciativa privada, sino simplemente que esa colabo-
ración deberá realizarse en el futuro dentro de las formas jurídicas di-
versas de la concesión que, por una tradición muy arraigada en nuestro 
sistema legislativo, se supone que, aunque en forma limitada y precaria, 
concede ciertos derechos a la explotación directa del subsuelo. 

Esta colaboración de los particulares fue definida a partir de los 
siguientes criterios:

a) la necesidad de que el contratista sea en todo caso o una persona fí-
sica mexicana o una sociedad constituida íntegramente por nacionales 
y en una forma en que sea posible en todo instante la comprobación de 
esta circunstancia; (...) y d) fijación del criterio de que el contratista no 
adquirirá un derecho directo a la explotación del petróleo, sino sólo a 
obtener una compensación que deberá ser equivalente a las inversiones 
que efectúe más la utilidad que razonablemente deberá tener por su 
inversión y por su esfuerzo.
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Se agregó además que “la Constitución sólo ha prohibido la ex-
plotación mediante concesiones del petróleo pero no la posibilidad 
de la construcción de oleoductos, refinerías y sistemas de distribu-
ción para gas...” En el artículo 9 se precisó que “los contratos de que 
hablan los artículos anteriores sólo podrán celebrarse con naciona-
les o con sociedades constituidas íntegramente por mexicanos. No 
podrán concertarse en ningún caso con sociedades anónimas que 
emitan acciones al portador”.

Como he señalado, tanto la reforma al párrafo sexto del artículo 
27 de la Constitución, como la ley reglamentaria de este artículo en 
materia de petróleo, fueron expedidas por el presidente Lázaro Cár-
denas el 27 y 30 de diciembre de 1939 respectivamente, pero fueron 
publicadas en el Diario Oficial de la Federación el 9 de noviembre de 
1940, es decir, 10 meses después (veintiún días antes de que conclu-
yera el sexenio del presidente Lázaro Cárdenas). Varios hechos na-
cionales e internacionales explican este retraso entre su aprobación 
y su publicación, así como su aparente contradicción. Por un lado las 
relaciones con el poderoso vecino del norte habían alcanzado su nivel 
de conflicto más agudo a raíz de la expropiación del petróleo que 
había afectado a empresas estadounidenses, que “impidieron el 
transporte y la venta de petróleo mexicano, y exigieron la restitución 
de sus posesiones anteriores o una indemnización. El gobierno ame-
ricano suspendió la compra de plata mexicana, prácticamente boico-
teó el petróleo mexicano, rompió las negociaciones sobre un acuerdo 
comercial y negó créditos estatales para el vecino del sur”.1 Por otra 
parte, México tenía pendiente el pago de compensaciones a los ciuda-
danos de los Estados Unidos que perdieron sus bienes durante la Re-
volución.2 El otro hecho significativo fue el inicio de la Segunda Guerra 
Mundial en septiembre de 1939, que colocó a México en una situación 
geopolítica extremadamente complicada, en virtud de su posición de 

1  Blanca Torres, México en la Segunda Guerra Mundial, México, 1988, pp. 10 y ss.; Klaus 
Volland, Das Dritte Reich und Mexiko. Studien zur Entwicklung des deutsch-mexikanis-
chen Verhdltnisses 1933-1942 unter besonderer Berücksichúgung der Olpolitik, Frankfurt/
M., Bern, 1976, p. 154ff; E. David Cronon, Josephus Daniels in Mexico, Madison, 1960, 
pp. 185 y ss.; citados por Jürgen Müller, “El NSDAP en México: historia y percepciones, 
1931-1940” [en línea]. Disponible en: <http://www.tau.ac.il/eial/VI_2/muller.htm>.

2  Idem.
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neutralidad y del papel que venía desarrollando en el nivel interna-
cional con la exportación de petróleo. 

En tal virtud, la promulgación inmediata de la reforma constitu-
cional al artículo 27 hubiera agudizado el conflicto con las empresas 
petroleras y sus respectivos gobiernos. En el mismo sentido, la Ley 
Reglamentaria del Artículo 27 Constitucional en Materia de Petróleo 
puede interpretarse como un gesto orientado a suavizar el conflicto, 
habida cuenta de las acusaciones en contra del gobierno de Cárdenas. 
En todo ello, como puede reconocerse, obró la astucia del general 
Cárdenas para defender la expropiación y nacionalización del petró-
leo y sortear con éxito un conjunto de fuertes presiones político di-
plomáticas. 

Empero, más allá de esta interpretación, lo cierto es que tras la 
lectura y análisis de la citada ley secundaria en materia de petróleo, 
es evidente el acotamiento de la colaboración a particulares mexicanos, 
lo que la hizo prácticamente inocua, y el rechazo explícito al capital 
extranjero. Fue por esto que Ávila Camacho propuso su derogación 
a los tres meses de asumir la Presidencia de la República, sustituyén-
dola por otra ley reglamentaria que explícitamente propiciaba lo que 
hoy Calderón anhela: la inconstitucional asociación de Pemex con las 
grandes trasnacionales petroleras.

La contrarreforma de Ávila Camacho

Impotente para revertir la reforma constitucional, al nuevo presiden-
te Manuel Ávila Camacho no le quedó otro recurso que promover, en 
menos de tres meses, una contrarreforma a la ley secundaria en ma-
teria petrolera, derogando la expedida por el general Cárdenas, para 
restaurar el régimen de concesiones mediante la figura de contratos, 
amplios y flexibles, argumentando que ello sería “para el mejor estí-
mulo de la iniciativa privada, en cuyas energías vitales –lo tenemos 
dicho– ciframos principalmente nuestra seguridad en la expansión 
económica del país”. 

Por si fuera poco, en su exposición de motivos estableció que:

...las modificaciones intentan abrir nuevas oportunidades a la inversión 
del capital privado en la industria petrolera bajo formas de empresa que, 
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por constituir entidades de economía mixta, es decir, organismos se-
mioficiales controlados por el Gobierno, impriman a la participación 
privada un sentido preponderante de utilidad social.

De manera tal que en los artículos 6, fracción III, y 10, fracción III, 
se estableció que: “La Nación llevará a cabo la exploración y explota-
ción del petróleo” mediante contratos con particulares o “sociedades 
de ‘economía mixta’, en las que el Gobierno Federal representará la 
mayoría de capital social, y de las cuales podrán formar parte socios 
extranjeros”. Cualquier parecido con lo que hoy pretenden Calderón 
y un sector del PRI que ha abjurado de sus principios nacionalistas 
es mera coincidencia. 

En noviembre de 1958, el presidente Ruiz Cortines promulgó la 
Ley Reglamentaria del Artículo 27 Constitucional en el Ramo del 
Petróleo que derogó la contrarreforma de Ávila Camacho y restituyó 
la legalidad constitucional.

La reforma constitucional  
de López Mateos

Finalmente, el 15 de octubre de 1959, a partir de una iniciativa de 
reforma de los artículos 27, 42 y 48 presentada por el presidente 
Adolfo López Mateos, la Comisión de Puntos Constitucionales de la 
Cámara de Diputados presentó una propuesta de adición al párrafo 
sexto del artículo 27 constitucional, con el propósito de enriquecerla, 
considerando los siguientes argumentos:

En relación con el petróleo y de los carburos de hidrógeno sólidos, líqui-
dos y gaseosos, que constituyen recursos importantísimos del subsuelo 
para la Nación Mexicana, la Comisión considera que debe asentarse de 
una vez por todas de manera indiscutible en el artículo 27 constitucional, 
que no se otorgarán concesiones ni contratos ni subsistirán los que haya 
otorgado y que sólo la nación podrá llevar a efecto la explotación de 
esos productos, en los términos que señale la ley reglamentaria respecti-
va; porque no obstante que ha sido manifiesto el propósito del Constitu-
yente, a partir de la reforma de diciembre de 1939, el de substraer 
totalmente la explotación petrolera del régimen de concesiones o con-
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tratos, en ocasión de que fue expedida a fines del año anterior la ley 
reglamentaria respectiva, volvió a suscitarse un debate jurídico sobre 
la subsistencia de algunas concesiones o derechos de los particulares a la 
explotación del petróleo; por lo que, para evitar cualquier controversia, 
es procedente la reforma que propone la Comisión en la parte resolutiva 
de este dictamen.

La propuesta de adición al párrafo sexto del artículo 27 de la 
Constitución fue aprobada el 22 de octubre de 1959 en la Cámara de 
Diputados, el 16 de diciembre en la de Senadores y publicada el 20 
de enero de 1960 en el Diario Oficial, con el siguiente texto: “Tratán-
dose del petróleo y de los carburos de hidrógeno sólidos, líquidos o 
gaseosos, no se otorgarán concesiones ni contratos, ni subsistirán los 
que se hayan otorgado y la Nación llevará a cabo la explotación de 
esos productos, en los términos que señale la ley reglamentaria res-
pectiva”.

La nacionalización de la industria eléctrica

En esta misma perspectiva histórica de recuperar y fortalecer la so-
beranía nacional en materia energética en 1960 el gobierno del pre-
sidente Adolfo López Mateos adquiere la casi totalidad de los bienes 
de las dos grandes empresas eléctricas extranjeras y en octubre de 
ese año eleva a rango constitucional la nacionalización de la industria 
eléctrica en México. Las razones aducidas fueron semejantes a las 
de la nacionalización del petróleo, reconociendo el papel expoliador 
y ajeno al desarrollo económico independiente que la nación mexi-
cana demandaba y al papel injerencista que las dos poderosas em-
presas eléctricas asumían en la vida interna de México. Al igual que 
en el caso de la nacionalización del petróleo, la razón para elevar a 
rango constitucional la nacionalización eléctrica fue cerrar el paso 
a cualquier tentación de que en el futuro regresaran las empresas 
privadas. 

A continuación cito textualmente parte de la exposición de moti-
vos de la iniciativa de reforma y adición al párrafo sexto del artículo 
27 constitucional que el presidente López Mateos envió al Congreso 
de la Unión el 21 de octubre de 1960:

www.juridicas.unam.mx
Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx



85

La exclusividad nacional en materia energética

La prestación del servicio público de abastecimiento de energía eléctri-
ca, comprendiendo la generación, transformación y distribución –expre-
se en mi Informe– así como las demás operaciones o actividades 
industriales o comerciales de que la misma puede ser objeto requieren, 
como en el caso del petróleo y de los carburos de hidrógeno sólidos, 
líquidos o gaseosos, ser realizados directamente por el Estado, a través 
de los órganos competentes, ya que México ha sostenido tradicional-
mente la tesis de que los recursos naturales y las fuentes de energía 
básicas, han de estar al servicio de la colectividad y de la elevación de 
los niveles de vida del pueblo mexicano.

Para garantizar la efectiva realización de este propósito de que la 
generación, transformación, distribución y abastecimiento de energía 
eléctrica debe sustentarse en razones de beneficio social y no en motivos 
de interés particular, presento ante ustedes la siguiente (...)

En la discusión de esta iniciativa llama poderosamente la atención 
la intervención del diputado Brena Torres, que asentó lo siguiente:

Mas la obra realizada quedaría inconclusa de no hacerse la reforma 
constitucional que hoy se propone. En efecto, un régimen debe atender 
no solamente la solución de los problemas actuales, sino prevenir la 
repetición de fenómenos futuros contrarios al interés colectivo. De no 
determinarse por la Ley constitucional la facultad exclusiva del Estado de 
proveer a las distintas fases de la industria eléctrica, se correría el ries-
go de que en el mañana nuevas empresas privadas pudieran ser benefi-
ciarias del aprovechamiento de los recursos hidráulicos de propiedad 
nacional, o bien transformadoras o distribuidoras de energía eléctrica, 
que constituirían, en un momento dado, un factor limitante del empeño 
de la Comisión Federal de Electricidad, de dar el abastecimiento adecua-
do a los requerimientos de la nación.

Lo hasta aquí asentado es suficiente para que los privatizadores se 
den de topes contra la pared, pues la razón constitucional deja en claro 
que cualquier iniciativa de reforma en leyes secundarias que pretenda, 
bajo cualquier modalidad, abrir la participación del capital privado en 
la explotación del petróleo, de origen sería inconstitucional, pues esta-
ría contradiciendo el artículo 27 constitucional y los criterios de inter-
pretación contenidos en los considerandos que le dieron origen.
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La ASPAN y las iniciativas privatizadoras de Calderón

Creada el 23 de marzo de 2005, en un encuentro de los presidentes 
de Canadá, Estados Unidos y México (Stephen Harper, George Bush 
y Vicente Fox, respectivamente) en Waco, Texas, la Alianza para la 
Seguridad y la Prosperidad de América del Norte (ASPAN) constituye 
una grave amenaza para la soberanía nacional y, en los hechos, un 
proceso no formalizado hacia un nuevo tratado internacional al mar-
gen del Poder Legislativo. En ambos sentidos, la ASPAN violenta el 
orden constitucional.

A lo largo de una serie de reuniones ininterrumpidas, a través de 
grupos de trabajo comandados por los secretarios de Gobernación, 
Economía y Relaciones Exteriores y sus equivalentes de Canadá y 
los Estados Unidos, así como representantes de corporativos privados 
de los tres países, bajo el formato de la ASPAN, han venido avanzando 
en diversas regulaciones que tocan todo el espectro de la vida social, 
política, económica, jurídica e ideológica de Canadá, Estados Unidos 
y México, que posteriormente asumen la forma de políticas públicas, 
lesionando la soberanía de Canadá y México y en exclusivo beneficio 
de los Estados Unidos, ¡ah! y por supuesto de los corporativos priva-
dos, sin importar su nacionalidad.

La temática de la ASPAN desde marzo de 2005, y que ha sido de-
sarrollada en dos reuniones cumbres, la de Montebello, Canadá, de 
agosto de 2007, y la de Nueva Orleans, del 21 y 22 de abril de 2008, 
con la participación de George Bush, Stephen Harper y Felipe Calderón, 
es amplísima y se mantiene en secreto, pero para taparle el ojo al 
macho, la Secretaría de Relaciones Exteriores, en su página de inter-
net, publica algunos documentos que buscan generar la imagen de 
una amistosa cooperación entre los tres países. Sin embargo, en los 
Estados Unidos, bajo el amparo de la Ley de Libertad de Información, 
en noviembre de 2006, la organización civil Judicial Watch, Inc., logró 
obtener algunos de estos documentos confidenciales de la reunión 
realizada en la provincia de Alberta, Canadá, del 12 al 14 de septiem-
bre de 2006, que dan cuenta del avance en la integración subordinada 
a la hegemonía de los Estados Unidos, bajo el diseño de la ASPAN.

En febrero de 2007 el Consejo de la Competitividad en América 
del Norte (CCAN), creado en marzo de 2006 por los presidentes de 
Canadá, Estados Unidos y México e integrado por representantes 
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de alto rango del sector privado de los tres países, formularon un 
total de 51 recomendaciones dirigidas al apuntalamiento de la com-
petitividad en América del Norte, entre las que destacan las siguientes 
en el tema energético:

1. La distribución energética transfronteriza. Reconociendo que 
el nicho de negocios excede los 33 mil millones de dólares el 
CCAN, recomienda: 

a) Fortalecer la colaboración trilateral en cuestiones de distribución 
energética fronteriza. Una economía integrada requiere de una 
efectiva coordinación de la distribución transfronteriza de la 
energía. La Iniciativa sobre Seguridad Energética deberá darle 
prioridad a este asunto en los próximos dos años.

b) Permitir que corporaciones mexicanas (incluyendo a la CFE) ce-
lebren contratos a largo plazo para la compra de energía eléctri-
ca a productores estadounidenses. Estimamos que este proceso 
requeriría unos tres años: el primero para obtener las autoriza-
ciones gubernamentales y normativas necesarias; el segundo para 
negociar contratos en el sector privado; y el tercero para construir 
la infraestructura necesaria.

2. Asegurado ya el abasto indiscriminado de petróleo para el 
consumo voraz de la economía de los Estados Unidos, el CCA 
recomienda: 

a) Liberalizar el comercio, almacenaje y distribución de productos 
refinados. Aprovechando los beneficios y la experiencia legisla-
tiva que se han ganado a través del proceso de liberalización de 
gas, esta recomendación también conllevaría una importante 
flexibilidad e incrementaría las opciones para los consumidores 
industriales de productos refinados. Esta recomendación inclui-
ría la construcción, posesión y operación de oleoductos. Las 
ramificaciones a nivel detallista representarían un salto adelante 
incorporando la presión y la disciplina del mercado a las opera-
ciones de distribución de Pemex.

b) Separar las actividades de gas no asociado de Pemex para cons-
tituir una entidad estatal por separado, llamada “Gasmex”. Un 
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balance general por separado eliminaría las actuales restricciones 
presupuestales de capital para incrementar la producción de gas 
natural al paso requerido por los niveles actuales de consumo. 
Esta iniciativa intermedia es consistente con el objetivo a más 
largo plazo de liberalizar el sector mexicano de hidrocarburo.

La tercera cumbre de la ASPAN se realizó el 21 y 22 de abril en Nue-
va Orleans. Por eso les urgía al PAN y al PRI votar el punto de acuerdo 
para autorizar la salida de Calderón. Quería llegar con la carta del 
triunfo, para rendirles cuentas a Bush y a Harper, para decirles ¡estoy 
cumpliendo! Para informarle al poderoso cartel de la oligarquía de los 
tres países: ahí tienen las cinco iniciativas para privatizar el petróleo 
y Pemex, hagan negocios, Mouriño está a su disposición. De ahí las 
prisas de Calderón de buscar aprobar en fast track su paquete de 
iniciativas privatizadoras.

Conclusiones

Las cinco iniciativas presentadas por Calderón son inconstitucionales, 
violatorias de los párrafos cuarto de los artículos 25 y 28 y del párra-
fo sexto del artículo 27 constitucional.

Las cinco iniciativas de Calderón son expresión y resultado NO 
de necesidades que respondan a los intereses nacionales, sino de 
compromisos entreguistas, de alta traición a la patria, resultado de los 
acuerdos avanzados en la ASPAN.

¡Viva la expropiación y la nacionalización del petróleo!
¡No a la privatización del petróleo que promueven los vendepatrias 

encabezados por Calderón y sus comparsas del PRI!
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